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DEMANDADO Y RECURRENTE

DIRECTOR GENERAL DE PENSIONES DEL ESTADO.
ACTOR: ********** 



MAGISTRADO 





JUAN RAMIRO ROBLEDO RUIZ
SECRETARIA

YAZMIN ISSELA TERRAZAS ARGUELLES
San Luis Potosí, San Luis Potosí, acuerdo de la Sala Superior del Tribunal de Justicia Administrativa, correspondiente a la determinación unitaria de veintiséis de marzo de dos mil diecinueve.

V I S T O S para resolver los autos del Toca número 02/2019/SS formado con motivo de la interposición del recurso de apelación presentado el 09 de enero de dos mil diecinueve por el C.P. Oziel Yudiche Lara, Director General y Secretario Ejecutor de la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado de San Luis Potosí  y la Licenciada Carolina del Carmen Gutiérrez Montiel, apoderada legal de la Dirección de Pensiones del Estado de San Luis Potosí, en contra de la sentencia de fecha veinte de noviembre del dos mil dieciocho, pronunciada por la Segunda Sala Unitaria, al resolver el juicio contencioso administrativo estatal número 385/2018/2, promovido por **********. 





R E S U L T A N D O

I.- Por auto de fecha cuatro de mayo de dos mil diecinueve se tuvo por recibido en la Segunda Sala Unitaria de este Tribunal el escrito original y dos anexos, el Magistrado de la Tercera Sala Unitaria de este Tribunal admitió a trámite la demanda, ordenando emplazar a la autoridad demandada para que produjera su contestación a la demanda, carga procesal cumplida en tiempo y forma (fojas 44 a 68) refiriéndose a los hechos de la demanda, a los conceptos de derecho y al capítulo de ofrecimiento de pruebas.

II.- Seguido el juicio en todas sus fases, el veintinueve de junio del 2018 se llevó a cabo la audiencia de ley conforme al artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí con asistencia de las partes, en la que se admitieron y desahogaron las pruebas ofrecidas, citándose para resolver, por lo que el veinte de noviembre del dos mil dieciocho se procedió a dictar la sentencia respectiva, con los siguientes puntos resolutivos:

“PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se Decreta la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado, consistente en la resolución pronunciada por la H. Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado, en la sesión ordinaria de fecha 22 de marzo del año 2018, dentro del procedimiento administrativo instaurado en contra de a hoy actora para la suspensión de la pensión por jubilación y reintegro de las pensiones recibidas en el periodo de 1 de enero al 31 de diciembre de 2016, notificada en el oficio **********de fecha 23 de marzo de 2018 y en consecuencia la nulidad total del mismo, por las razones expuestas en el Considerando Sexto de la presente resolución.
TERCERO.- Notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a las autoridades demandadas y tercera.”
III.- La sentencia  descrita en el punto que antecede, fue notificada a la parte actora el diez de diciembre del dos mil dieciocho y a la autoridad demandada con fecha treinta de noviembre del dos mil dieciocho, según consta en los autos del expediente del juicio contencioso administrativo estatal.

IV.- El nueve de enero del dos mil diecinueve se recibió el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada, de conformidad con lo previsto por el artículo 152 fracción I del Código  Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí.
V.- Por acuerdo de fecha catorce de enero del dos mil diecinueve se radicó la apelación con el número 02/2019/SS, se admitió a trámite y con las copias exhibidas se ordenó correr traslado a la parte actora en los términos del artículo 154 del Código Procesal de la materia.





C O N S I D E R A N D O.

PRIMERO. Competencia.- A la Sala  Superior Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa corresponde conocer los recursos de apelación, en términos del artículo 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 7 fracción II, 9 fracción II, 23 fracciones IV y V de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 152 último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en virtud de que se reclama una sentencia definitiva pronunciada por una Sala Unitaria de este Tribunal.

SEGUNDO.- Existencia del acto recurrido.- En cierto y se acredita con el informe rendido por el Magistrado de la Tercera Sala Unitaria de este Tribunal y los autos originales del juicio contencioso administrativo estatal número 385/2018/2, en los cuales obra glosada la sentencia que lo constituye.

TERCERO.- Legitimación. El presente recurso de apelación fue interpuesto por parte legítima, ya que se trata del Contador Público **********, Director General y Secretario Ejecutor de la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado de San Luis Potosí  y la Licenciada ********** apoderada legal de la Dirección de Pensiones del Estado de San Luis Potosí parte demandada en el juicio contencioso administrativo estatal arriba mencionado, en los términos del artículo 152 primer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

CUARTO.- Oportunidad. El recurso de apelación fue presentado dentro del plazo de quince días que para tal efecto señala el artículo 153 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que la sentencia fue notificada al demandado aquí recurrente el día treinta de noviembre del dos mil dieciocho (viernes) y surtió efectos el día tres de diciembre (lunes), según se advierte del juicio contencioso; por lo que en los términos del artículo 40 de la misma Ley Adjetiva citada el plazo para la interposición del recurso transcurrió del (martes) cuatro de diciembre de dos mil dieciocho al (jueves) diez de enero de la presente anualidad, al descontar para tal efecto los días uno, dos, ocho, nueve, quince y dieciséis de diciembre de dos mil dieciocho, cinco y seis de enero de dos mil diecinueve por ser inhábiles ya que son sábados y domingos, doce de diciembre de dos mil dieciocho por ser declarado como inhábil por Acuerdo del Pleno de este Tribunal, así como los días veinte de diciembre de dos mil dieciocho al cuatro de enero de dos mil diecinueve por ser el Segundo periodo vacacional marcado en el calendario oficial de labores de este Tribunal; de conformidad con lo establecido por el artículo 15 del Código Procesal Administrativo que rige, por lo que si el recurso de apelación se presentó el día nueve de enero del presente año, se efectuó con la oportunidad debida.

QUINTO. Examen de los conceptos de agravio.
Se procede a estudiar los conceptos de agravio que esgrime el impugnante en el escrito de apelación; en síntesis argumenta lo siguiente:

I.- Que la sentencia que nos ocupa es apelable ya que es de importancia y trascendencia conforme al artículo 152 fracción II del Código Procesal Administrativo y al haberse declarado la ilegalidad e invalidez del acto impugnado, lo consecuente es el pago de una pensión por jubilación que según la Ley de Pensiones debió suspenderse en el lapso que duró la prestación de servicios por parte de actora a la administración pública estatal, lo que ocasiona un daño irreparable al Fondo de Pensiones, en virtud de que implica una carga que no le corresponde. 
2.- Que la sentencia que se recurre le causa agravio, puesto que en el considerando SEXTO se declara la invalidez e ilegalidad del acto impugnado, indicando que no se acreditó la incompatibilidad para el pago de la pensión, pues la actora brindó sus servicios mediante un contrato de prestación de servicios profesionales y no hubo relación laboral, ya que en su instrumento se asentó textualmente que no se formó dicho vínculo laboral, por la naturaleza del contrato y porque no se desprendieron los elementos esenciales de una relación laboral.
Señala el apelante que lo anterior es inexacto, porque lo que determina que exista un contrato de esa naturaleza son sus elementos subjetivos y objetivos, los que pueden ser: que la persona prestataria del servicio sea profesionista, que el servicio lo preste con sus propios medios; que el servicio se determine expresamente; que cuente con libertad para realizarlo tanto en su aspecto de temporalidad como en el aspecto profesional propiamente dicho; que en este caso en los contratos que se suscribieron se pactó que se le podía asignar un vehículo y mobiliario necesario y no estipuló que prestaría sus servicios con sus propios medios; tampoco se acredita en el mismo que la actora sea profesionista y no se precisó expresamente el servicio para el que fue contratada; y mucho menos se aprecia que la actora haya tenido libertad para realizar los servicios en el aspecto profesional, pues en el contrato que se firmó con el demandante se dice que debe ejecutar fiel y eficientemente los servicios contratados de acuerdo a todos y cada uno de los puntos y especificaciones acordadas, los que no se enumeraron en ninguna parte de los contratos; por lo que no se puede tener por acreditado que el pago que recibió la actora haya sido por concepto de servicios profesionales civiles, toda vez que no se desprenden elementos para que se configure ello; más aún, de la cláusula Séptima del Contrato, incisos A y C, se advierte la relación de subordinación entre la autoridad contratante el Poder Ejecutivo del Estado por conducto de la Oficialía Mayor representado por **********, en su carácter entonces de Oficial Mayor, así como por la Procuraduría General de Justicia representada por **********, en su carácter de Procurador General de Justicia y por otra el servidor particular, **********. 
3.- Que la Segunda Sala en su resolución no hace alusión a lo señalado en la contestación de demanda, respecto de lo que dispone el artículo 54 de la Ley de Pensiones y Prestaciones para los Trabajadores al Servicio del Estado, el cual trascribe la apelante.
Que en el Diccionario de Derecho de Rafael de Pina, Editorial Porrúa, Septiembre de 1993 se define los términos cargo, comisión y empleo los cuales trascribe, de igual manera trascribe la definición de la palabra “cualquiera” del Diccionario de la Real Academia Española.

Considera el apelante que la remuneración por medio de un contrato de honorarios profesionales se comprende en el término cualquiera, además de que la remuneración provenía de la administración pública estatal, por lo que se desprende que es clara la intención del legislador en precisar que la percepción de una pensión otorgada por la administración pública es incompatible con el desempeño de cualquier cargo, empleo o comisión remunerados en la misma; es decir, comprende cualquier tipo de prestación de servicio, sea cual sea su naturaleza.
SEXTO.- Los tres conceptos de agravio expresados por el recurrente devienen de improcedentes e infundados y para demostrarlo se razona:

En primer término, en cuanto al argumento vertido en su agravio relativo a que la sentencia es apelable conforme al artículo 152 fracción II del Código Procesal Administrativo, en virtud de que es de importancia y trascendencia, toda vez que al haberse declarado la ilegalidad tiene como consecuencia que se pague una pensión por jubilación que debió suspenderse por el tiempo que duró la prestación de servicios; al respecto, se anota que tal  argumentación no constituye propiamente un agravio, sino consideraciones relativas a la procedibilidad, que esta fuera de cuestión en tanto la cuantía litigada en esta instancia.
En tal virtud, la sentencia que se recurre efectivamente es apelable, tan es así que este Tribunal dictó acuerdo con fecha catorce de enero del presente año, mediante el cual admite el recurso en términos del artículo 152 fracción I del Código Procesal Administrativo al tener plenamente determinada la cuantía misma que es suficiente para la procedencia del presente recurso de apelación.
Ahora bien y respecto al resto de sus argumentos esgrimidos en los agravios los cuales serán analizados en su conjunto puesto que guardan estrecha relación entre sí, ya que van encaminados a controvertir la existencia de la relación laboral  y el pago de una pensión, la cual en términos del artículo 54 de la Ley de Pensiones y Prestaciones para los Trabajadores del Estado es incompatible con el desempeño de cualquier cargo, empleo o comisión remunerados en la misma. Motivos de inconformidad que devienen inoperantes y por lo tanto infundados, ya que se trata de un tema que ya fue estudiado por la Segunda Sala, siendo reiterativo en un concepto de agravio que ya fue analizado y resuelto.
En efecto, la Sala de origen en su resolución indica que si bien el artículo 54 de la mencionada Ley, en el caso que interesa dice de manera genérica que la percepción otorgada conforme a dicha norma, es incompatible con el desempeño de cualquier cargo, empleo o comisión remunerados en la misma administración pública estatal y/o municipal, en su caso; lo cierto es que de la redacción de la propia Ley se colige que el objeto del legislador fue referirse limitativamente a los cargos, empleos o comisiones de exclusivo carácter oficial, es decir, los que se encuentren cotizando en alguno de los fondos de la Dirección de Pensiones.
La Sala de origen al  analizar los contratos advierte que la relación que existió entre la actora y la antes Procuraduría General de Justicia del Estado fue exclusivamente de prestación de servicios profesionales de carácter civil, incluso se señaló en dicho contrato que no existía relación laboral entre ellas; además de que no se desprenden los elementos esenciales de una relación laboral, como la subordinación de la demandante con dicha autoridad, lo que pudiera advertirse a través del señalamiento de una adscripción, horario u órdenes a seguir; tampoco se señaló que se fuera a pagar un salario por ello, sino una contraprestación en cantidad líquida, la que incluía el Impuesto al Valor Agregado, contribución que no afecta a los salarios.
De igual manera, esta Sala advierte que la condición o régimen tributario de la actora ********** se ubica dentro del Titulo IV de las Personas Físicas, Capítulo II, Sección I, del Régimen de las Personas Físicas con actividades empresariales y profesionales de la Ley del Impuesto sobre la Renta, como se transcribe a continuación:
“CAPÍTULO II
DE LOS INGRESOS POR ACTIVIDADES EMPRESARIALES Y PROFESIONALES

SECCIÓN I

DE LAS PERSONAS FÍSICAS CON ACTIVIDADES EMPRESARIALES Y PROFESIONALES

Artículo 100. Están obligadas al pago del impuesto establecido en esta Sección, las personas físicas que perciban ingresos derivados de la realización de actividades empresariales o de la prestación de servicios profesionales.

…

Para los efectos de este Capítulo se consideran:

…

II. Ingresos por la prestación de un servicio profesional, las remuneraciones que deriven de un servicio personal independiente y cuyos ingresos no estén considerados en el Capítulo I de este Título.”
De la lectura al artículo anterior, se desprende que las personas físicas que perciban un ingreso por la prestación de servicios profesionales están obligadas al pago del Impuesto Sobre la Renta, considerando ingresos las remuneraciones que deriven de un servicio personal independiente, lo que en el presente caso aconteció, ya que la actora demandante brindó sus servicios profesionales bajo contrato de prestación de servicios profesionales y  por tal motivo se enteró el impuesto mencionado, según es comprobable con los propios recibos que obran en autos a fojas 132 a la 136 del expediente de primera instancia, número 983/2017/2.
En la sentencia recurrida se indica que en dichos contratos se especifica que el vínculo de las partes contratantes se rige por las disposiciones civiles, por lo que se está en presencia de un contrato de derecho privado que no da al particular la condición de empelado público ni le asigna cargo o comisión de carácter oficial.
Por lo que concluye la Sala A Quo que al no haber desempeñado la actora un empleo público ni asignado cargo o comisión oficial, ya que no fue trabajadora de la Unidad Administrativa de la Procuraduría General de Justicia del Estado, no existe la incompatibilidad a que se refiere el artículo 54 de la Ley de Pensiones del Estado.
Considerando entonces que dichos planteamientos deben desestimarse por resultar inatendibles, luego que la Sala de origen ya se ocupó puntualmente de analizarlos para lo que se invoca la siguiente Tesis Jurisprudencial:
Época: Octava Época. Registro: 394548. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia. Fuente: Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Materia(s): Común Tesis: 592, Página: 393 

“AGRAVIOS INATENDIBLES. SON AQUELLOS QUE REPITEN ALGUN CONCEPTO DE VIOLACION DESESTIMADO POR EL JUEZ DE DISTRITO. Si en el recurso de revisión, sólo se reproduce esencialmente un concepto de violación que fue examinado y declarado infundado por el juez de Distrito, sin expresarse argumentos para impugnar la legalidad de la sentencia, mediante la demostración de violaciones a la ley, la consideración del juez federal debe prevalecer por sus propios fundamentos y consideraciones en que se sustenta.”
Por todo lo anterior, este Tribunal de Alzada considera que lo procedente es CONFIRMAR la sentencia recurrida  en  todos sus términos. 

Con apoyo en lo dispuesto por el artículo 16 fracción IV del Reglamento Interior de este Tribunal se habilita a la Licenciada Yun-Sen Fiscal Wong para que lleve a cabo la notificación del presente acuerdo.

Por lo anteriormente expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 155 y 156 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:

PRIMERO.- Se declaran infundados por inoperantes e inatendibles los conceptos de agravios expresados por el Contador Público **********, Director General y Secretario Ejecutor de la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado de San Luis Potosí  y la Licenciada Carolina del Carmen Gutiérrez Montiel apoderada legal de la Dirección de Pensiones del Estado de San Luis Potosí.
SEGUNDO.- Se confirma en sus partes la sentencia recurrida por los motivos expresados en el considerando SEXTO de la presente resolución.
TERCERO.- Notifíquese, con testimonio de esta resolución, remítanse los autos a la Sala de su origen; háganse las anotaciones correspondientes y en su oportunidad archívese el expediente.

Así lo resolvió y firma el Magistrado de la Sala Superior Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Juan Ramiro Robledo Ruiz, quien actúa con la Secretaria  de Acuerdos Laura del Castillo Martínez, que autoriza y da fe. 

JUAN RAMIRO ROBLEDO RUIZ
Magistrado de la Sala Superior
LAURA DEL CASTILLO MARTÍNEZ
Secretaria General de Acuerdos de la Sala Superior
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